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LA LIBERTAD

de informacion

a libertad de informacién no

es un subproducto de la liber-

tad de expresidn, sino uno de

sus elementos fundamentales

que, debido al desarrollo cien-
tifico y tecnolégico, y a las transforma-
ciones experimentadas por la sociedad,
ha crecido y ha adquirido una importan-
cia tan destacada que, con frecuencia, se
le presenta como si fuera un derecho au-
ténomo y distinto de la libertad de expre-
sién de que forma parte; en tal sentido, la
Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo de Justicia de Venezuela, a partir de
los articulos 57 y 58 de la Constitucién de
Venezuela, que consagran la libertad de
expresion y el derecho a la informacién
en forma separada, ha sostenido que la in-
formacidn es un derivado de la libertad de
expresion, pero con especificidad y auto-
nomfa propial.

Mas que una libertad, éste es un dere-
cho que concierne no sélo al sujeto acti-
vo del mismo, que transmite informacién
o que la busca, sino que también al suje-
to pasivo, que es el que la recibe. Porque
si bien el debate piblico debe ser amplio,
robusto y desinhibido, también debe estar
basado en la informacién necesaria para
que sea un debate inteligente y tenga sen-
tido. La importancia politica y practica de
esta dimension de la libertad de expresion
ha sido subrayada por la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, sefialando
que es posible afirmar que una sociedad
que no esté bien informada no es plena-
mente libre2. Sobre este particular, Law-
rence Tribe ha observado que e] gobierno
puede influir en la opinién piblica tanto
por lo que dice como por lo que no dice,
como se refleja de la experiencia del inci-
dente del Golfo de Tonkin, de los papeles
del Pentdgono, del caso Watergate, o del
escandalo Irdn-Contra, en todos los cua-
les quedé de manifiesto que no puede ha-
ber un debate informado si el gobierno
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revela s6lo trozos de informacién previa-
mente escogida, y a veces distorsionada o
falseada3.

Pero no es fécil trazar una linea fron-
teriza suficientemente nitida entre la ex-
presién propiamente tal y la informacién
entendida en el sentido amplio que se le
ha atribuido. Segin el Tribunal Constitu-
cional espaiiol, los conceptos informacién
y opinién aparecen frecuentemente entre-
mezclados en la realidad social, sin que
pueda establecerse una separacién tajante
entre ellos?.

Entre los antecedentes de este dere-
cho, hay que mencionar que, inmediata-
mente después de la Segunda Guerra
Mundial, e incluso mucho antes de la
adopcidn de la Declaracién Universal de
Derechos Humanos, la Organizacién de
Naciones Unidas brind6é gran atencién a
la libertad de informacién. En este senti-
do, la Asamblea General sostuvo -en su
primera sesidn- que la libertad de infor-
macién es un derecho humano fundamen-
tal y que es la piedra de toque de todas las
otras libertades a las cuales la Organiza-
cién de Naciones Unidas estd consagra-
das; esa misma resolucién autorizd la ce-
lebracién de una Conferencia de Nacio-
nes Unidas sobre la libertad de informa-
ci6én, la cual finalmente tuvo lugar en la
ciudad de Ginebra, entre el 23 de marzo y
el 21 de abril de 1948. Asimismo, la Co-
misién de Derechos Humanos de Nacio-
nes Unidas decidi6, en su primera sesién,
en 1947, establecer una Sub-Comisién so-
bre libertad de informacién y de prensas,
la que sin embargo no llegé a constituirse
pues no se designo a sus integrantes. Ade-
més, el 1 de agosto de 1956, el Consejo
Econoémico y Social de la ONU adopt6 su
resolucién 624 B (XXII), estableciendo
un sistema de informes periédicos sobre
desarrollos en la esfera de los derechos
humanos, los cuales debian presentarse
cada tres afios; destacando la importancia
que se le ha atribuido a la libertad de in-
formacién, en 1965, mediante la resolu-
cién 1074 C (XXXIX), este sistema fue
reformado, y se decidié que los informes
debian presentarse por partes, en un ciclo
continuo de tres afios, en el que el primer
afio habia que informar sobre derechos ci-
viles y politicos, en el segundo sobre de-
rechos econémicos, sociales y culturales,
y en el tercer afio correspondia informar
sobre el derecho a la informacién. Este
sistema fue nuevamente modificado en
junio de 1971, mediante la resolucién
1596 (L), disponiendo que esos informes
debian presentarse cada dos afios, en un
ciclo continuo idéntico al anterior, en el

o6

En un primer momento,
las distintas instancias de la ONU
mostraron un decidido interés
en que se aprobaran “una o mas
convenciones encaminadas
a asegurar en el mundo la libertad
de informacion”, por lo que la
Asamblea General designé a una
comision encargada de preparar
un proyecto de convenci6n.
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que el primer informe sobre libertad de
informacién debi6 presentarse en 1976.
En un primer momento, las distintas
instancias de la ONU mostraron un deci-
dido interés por que se aprobaran “una o
mdés convenciones encaminadas a asegu-
rar en el mundo la libertad de informa-
cién”, por lo que la Asamblea General de-
signé a una comisién encargada de prepa-
rar un proyecto de convencién sobre li-
bertad de informacién, tomando en consi-
deracién el proyecto elaborado por la con-
ferencia de Naciones Unidas celebrada en
marzo y abril de 1948, y recomendé al
Consejo Econémico y Social convocar a
una conferencia de plenipotenciarios, a
reunirse a mds tardar el 1 de febrero de
1952, con el propésito de preparar y fir-
mar una Convencién sobre libertad de In-
formacién?. De esa conferencia surgid,
entre otras cosas, el proyecto de Conven-
cién sobre el Derecho Internacional de
Rectificacién,8 y un proyecto de Conven-
ci6n sobre Libertad de Informacién; pero,
hasta la fecha, no obstante el interés mos-
trado inicialmente por la ONU en lo que
se refiere a la libertad de informacién, és-
te no se ha traducido en la adopcién de
una convencién que se ocupe especifica-
mente de esta materia. El proyecto de
Convencién sobre Libertad de Informa-

cién elaborado por la Conferencia sobre
libertad de informacién fue revisado por
un Comité establecido por la Asamblea
General® y sometido, posteriormente, a la
consideracién del Tercer Comité de la
Asamblea General durante las sesiones
de los afios 1959, 1960 y 1961, lapso en
el que se aprobé el predmbulo y algunos
parrafos operativos, pero sin que volviera
a discutirse en los afios siguientes. Por
otra parte, deseando garantizar la libertad
de informacién como uno de los derechos
humanos fundamentales, el Consejo Eco-
némico y Social de la ONU aprob6 un
proyecto de declaracién sobre libertad de
informacién!0, el cual fue sometido a la
Asamblea General sin que, hasta la fecha,
ésta lo haya considerado. El mencionado
proyecto de declaracién sefiala que la li-
bertad de informacién es esencial para el
respeto de los demds derechos y liberta-
des fundamentales, puesto que ninguna
otra libertad est4 garantizada si no se pue-
den buscar, recibir y difundir informacio-
nes libremente; ademas, segin el Art. 1
del proyecto, el derecho de saber y el de-
recho de buscar libremente la verdad son
derechos inalienables y fundamentales del
hombre, y todas las personas, individual o
colectivamente, tienen derecho a buscar,
recibir y difundir informaciones. Esta
misma declaracién expresa, en su articu-
lo 3, que los medios de informacién de-
ben estar al servicio del pueblo, y que nin-
gin gobierno, 6rgano o grupo de intere-
ses publicos o privados deberan ejercer
sobre los medios destinados a difundir in-
formacién un control tal que impida la
existencia de fuentes diversas de informa-
cién o prive al individuo del libre acceso
a esas fuentes.

Por otra parte, 1la Constitucién de la
UNESCO proclama el propésito de fo-
mentar el conocimiento y la comprensién
mutuas de las naciones, prestando su con-
curso a los 6rganos de informacién de ma-
sas, y que, con este fin, recomendara los
acuerdos internacionales que estime con-
venientes para facilitar la libre circula-
cién de las ideas por medio de la palabra
y de la imagen.!! Ademis, la Conferencia
General de la UNESCO, en su 19° perio-
do de sesiones, celebrado en Nairobi en
los meses de octubre y noviembre de
1976, enfatizé la relacién entre la infor-
macién y la comunicacién'?, y le enco-
mendé a su entonces Director General -el
sefior Amadou-Mahtar M’Bow-, realizar
un examen general de los problemas rela-
tivos a la comunicacién en la sociedad
contemporanea, a la luz de los progresos
tecnolégicos y de la evolucién creciente
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de las relaciones mundiales en toda su
" complejidad y amplitud. Para llevar a ca-
bo esta tarea, el sefior M’Bow cre6 una
Comisién Internacional para el Estudio
de los Problemas de la Comunicacion,
presidida por Sean MacBride, la cual pre-
sentd su informe definitivo en febrero de
1980, bajo el titulo Un solo mundo, voces
miiltiples: Comunicacion e informacion
en nuestro tiempo'3; en este informe se
pone especial énfasis en lo que se deno-
mina ‘el libre flujo de la informacion’ y
‘el flujo libre y equilibrado de la informa-
cién’ a nivel internacional, ddndole a la
libertad de informacion una connotacién
distinta a la que habia tenido hasta ese
momento. Segiin este informe, la comu-
nicacién es un asunto de derechos huma-
nos, que se refleja en el derecho a comu-
nicarse, el cual va mds alla del mero de-
recho a recibir comunicaciones o infor-
maciones, pues se considera que ella es
un proceso de doble sentido, en el que los
participantes sostienen un didlogo demo-
cratico y equilibrado; esta idea de didlogo
darfa lugar a una nueva dimensién de los
derechos sociales, en que el derecho a co-
municarse surge como otro paso en el con-
tinuo avance hacia la libertad y la demo-
cracia. Pero si hay algo que puso de relie-
ve el informe MacBride es la brecha que
se estd produciendo entre los que tienen
acceso a la informacién y los que no lo
tienen, no sélo como consumidores de in-
formacién sino también como fuente de
la misma. Esta misma nocién ha sido su-
brayada por el politélogo estadounidense
Joseph Nye, observando cé6mo algunas
naciones han pasado de la supremacia nu-
clear a la supremacia de la informacion.
Cuando se lanzd ese concepto, la si-
tuacién en el 4mbito de la informacién y
la comunicacién se caracterizaba por de-
sigualdades en la circulaci6én de informa-
ciones, y por los sentimientos que habia
despertado en los paises en desarrollo lo
que se percibfa como una imagen falsa,
deformada, e inexacta que se daba de su
realidad nacional. Aunque esa reivindica-
cién fue entendida y compartida por mu-
chos, los medios de comunicacién inter-
pretaron ese esfuerzo de la UNESCO co-
mo una voluntad més o menos confesada
de atentar contra la libertad de informa-
cién y la libre circulacién de los mensajes
y las ideas, lo cual condujo a la institu-
cién a sustituir sus planes por un Progra-
ma Internacional para el Desarrollo de la
Comunicacién, orientado a fomentar las
capacidades endégenas de los paises en
desarrollo. Pero la decisién de la UNES-
CO de propiciar la instauracién de un nue-
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vo orden mundial de la informacién y de
la comunicacién, con el propésito de lo-
grar una difusién mds amplia y mejor
equilibrada de la informacién, sin ningu-
na clase de obstaculos para la libertad de
expresién, no ha sido abandonada y, muy
por el contrario, ha sido reafirmada por la
Conferencia General, en su resolucién
104, del 15 de noviembre de 1989. En di-
cha resolucion, se reafirma el propédsito
de contribuir, inter alia, a: a) reducir las
desigualdades existentes en la circulacién
de informacién -a nivel internacional tan-
to como nacional- y las consecuencias de-
rivadas de esas desigualdades, prestando
mayor asistencia a la creacién de la in-
fraestructura y de la capacidad de comu-
nicacién en los paises en desarrollo, pro-
moviendo una mayor solidaridad en la
circulacion de la informacién, dando ma-
yor impulso a los intercambios de infor-
maciones y diversificando la circulacién
de informacién desde y hacia todas las
sociedades y entre ellas; b) facilitar el ac-
ceso del publico a la informacién en todas
sus formas, incluida la informaci6n rela-
tiva a la ciencia y la técnica, mediante
fuentes y medios de informaci6n diversos
y facilmente accesibles; ¢) proporcionar a
los medios de comunicacién piiblicos, pri-
vados y de otro tipo de los paises en de-

sarrollo, condiciones y recursos que les
permitan fortalecerse, consolidar su inde-
pendencia, extender su campo de accién
y cooperar, tanto entre si como con los
medios de comunicacién publicos y pri-
vados de los paises industrializados, en
un plano de estricta igualdad y respeto
mutuo; y d) subrayar la contribucién que
pueden aportar los medios de comunica-
cién al desarrollo econémico, social y cul-
tural, y a la lucha contra la intolerancia y
todas las formas de discriminacién. En tal
sentido, sin abandonar el objetivo global
que se habia fijado, la Conferencia Gene-
ral dio su aprobacién a la nueva estrategia
de la comunicacién elaborada por el Con-
sejo Ejecutivo de la UNESCO, a fin de
explorar nuevas vias para lograr paulati-
namente un equilibrio en la circulacién de
la informacién; esta estrategia, al tiempo
que reconoce la legitimidad de un nuevo
orden mundial de la informacién y la co-
municacién, consiste en fomentar la for-
macidn de profesionales de la comunica-
cién, asi como las condiciones de una edu-
cacién relativa a los medios de comunica-
cién, la cual darfa prioridad al desarrollo
del espiritu critico de los usuarios y de la
facultad de reaccidn de las personas y los
pueblos ante cualquier forma de manipu-
lacién, favoreciendo la correcta compren-
sién de los medios de que disponen los
usuarios para defender sus derechos. En
el marco de esta nueva estrategia, en el
Programa Internacional para el Desarro-
llo de la Comunicacion se abordan los si-
guientes temas: a) la libre circulacién de
la informacién y la solidaridad, b) la co-
municacién al servicio del desarrollo, ¢)
las repercusiones socioculturales de las
nuevas tecnologias de la comunicacién, y
d) la comunicacién al servicio de la hu-
manidad. La UNESCO ha puesto especial
énfasis en este ultimo sub-programa, des-
tinado a facilitar en todo el mundo la li-
bre circulacién de las ideas mediante la
palabra y la imagen, favoreciendo una di-
fusién mas amplia y mejor equilibrada de
la informacién, sin ningtin obsticulo a la
libertad de expresion, y estableciendo ne-
xos entre la comunicacién y el desarrollo
de las sociedades!s.

En el marco del Derecho Internacio-
nal de los Derechos Humanos, de la va-
riada gama de derechos que conforman la
libertad de expresién se desprende, como
uno de sus aspectos particulares, el dere-
cho a la informacidn, el cual comprende
el buscar, recibir, y difundir informacio-
nes e ideas de toda indole; en realidad, si
hay algin desequilibrio en el tratamiento
que los distintos instrumentos internacio-
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nales de-derechos humanos hacen de la li-
bertad de expresién, el mismo se refleja
en el énfasis que en ellos se ha puesto pre-
cisamente en el derecho a la informacién.
En opinién de Rodolfo Piza, este derecho
implica “la libertad de difundir, no sélo el
pensamiento, la opinién, la imaginacién o
la inspiracién propios, sino también los
ajenos’’1s.

Pero, mientras que la libertad de ex-
presién propiamente tal ha sido recogida
y garantizada -en forma mas o menos ade-
cuada- por los textos constitucionales de
la inmensa mayoria de los Estados, la li-
bertad de informaci6n no ha tenido a mis-
ma fortuna y no siempre se encuentra ex-
presamente reconocida por el Derecho in-
terno estatal. En este sentido, en el caso
del Art. 58 de la Constitucién de Vene-
zuela, llama la atencién el énfasis que se
ha puesto en el derecho a recibir informa-
cién, pero sin que haga mencién del dere-
cho a buscar y difundir informacién, par-
ticularmente de fuentes oficiales, aspecto
que es considerado en el Art. 143, en un
capitulo distinto de la Constitucion, refe-
rido al Poder Publico; asimismo, llama la
atencién que el derecho a la informacién
se presente no como un derecho que se
tiene frente al Estado, sino que frente a
los medios de comunicacién, confirién-
dole una connotacién distinta de la que es
propia de las libertades publicas.

Segiin Tiirk y Joinet, la palabra ‘infor-
macién’ tiene muchas acepciones y, co-
mo elemento de poder econémico, politi-
co, o militar, es un producto que se puede
comercializar, y que estd al alcance de los
ricos pero que es poco asequible para el
resto de la poblacién; la diversidad de sig-
nificados de esta expresion exige pruden-
cia cuando se utiliza en el debate sobre
los derechos humanos, por lo que su sig-
nificado preciso debe determinarse con-
cretamente, teniendo en cuenta todas las
circunstancias del caso, a partir del prin-
cipio de que cada persona debe tener ac-
ceso a todos los tipos de informacién. En
su sentido juridico, la informacién es ob-
jeto de reglamentacidn en distintas ramas
del Derecho, comenzando por el Derecho
de propiedad intelectual, el derecho apli-
cable a los medios de comunicacién, etc.,
pero sin excluir varias otras 17. Sobre es-
te particular, el tribunal Constitucional
espafiol ha observado que, “como todos
los derechos fundamentales, el que con-
siste en comunicar o recibir libremente
informacién no es absoluto, pues su ejer-
cicio se justifica en atencién a la relevan-
cia social de aquello que se comunica y
recibe, para poder asi contribuir a la for-
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macién de la opinién piblica”!8, Segiin el
tribunal, el ejercicio legitimo del derecho
a difundir informacién exige la necesaria
concurrencia de unos requisitos minimos:
a) el interés y la relevancia de la informa-
ci6én divulgada, y b) la necesidad de que
la informacién sea veraz!9.

En lo que se refiere a su alcance, 1a li-
bertad de informacién, en cuanto derecho
del individuo que le permite buscar, reci-
bir, y difundir informacién, reviste una
importancia destacada para evaluar el ca-
racter mas o menos democritico de las
instituciones del Estado. En efecto, en lo
que concierne a la actividad de los distin-
tos 6rganos del Estado, la libertad de in-

. formaci6n se encuentra en la raiz misma

de una sociedad abierta y democritica, en
oposicién a un gobierno despético, rece-
loso de la ciudadania -y en el que preva-
lecen el secreto y la propaganda oficial-,
reservando la informacién sobre asuntos
de interés publico para un circulo intimo
que administra el Estado como un feudo
privado. Ademads de ser un derecho de to-
da persona, la libertad de informacién
contribuye de manera significativa con la
administracién del Estado, aportando da-
tos valiosos al proceso de toma de deci-
siones y mejorando la calidad de las mis-

mas; en efecto, la libertad de informacién
hace posible la intervencién de todos los
ciudadanos interesados en el proceso de
toma de decisiones, enriqueciéndolo y sa-
cédndolo de un circulo cerrado, ajeno a los
problemas del mundo real. Pero el dere-
cho a la informacién también contribuye
a hacer que el gobierno no s6lo opere
abiertamente y a la vista de todos, sino
que también hace a sus funcionarios ver-
daderamente responsables por las deci-
siones que adopten.

El derecho a la informacién implica,
para el Estado, la obligacién de no des-
truir los archivos y documentos que pue-
dan resultar inconvenientes para el go-
bierno, pero que contienen informaci6n
oficial y de interés piiblico, sino que, por
el contrario, tiene el deber de preservarlos
celosamente. Sin duda, el conservar los
documentos publicos y facilitar el acceso
a los'mismos hace posible la investiga-
cién histdrica y contribuye a reconstruir
nuestro pasado; pero la razén primordial
para conservarlos es que ellos forman par-
te del dominio publico y no pueden des-
truirse caprichosamente. Es precisamente
la disponibilidad y accesibilidad de esa
informacién publica la que permite ejer-
cer un control directo sobre los actos del
Estado, evitando el secreto y la clandesti-
nidad en que se refugian el delito y la co-
rrupcién. Desde luego, hay informacién
que, por su sensibilidad, el Estado tiene el
derecho a evitar que, temporalmente, lle-
gue a conocimiento publico. Pero, en una
sociedad democritica, ese tipo de restric-
cién al derecho a la informacién debe ser
la excepcion y no la regla; ademas, la re-
serva de acceso a informacién clasificada
como confidencial o secreta tampoco pue-
de ser eterna, eludiendo, en esa forma, el
control que la ciudadania tiene derecho a
ejercer sobre los actos del Estado, aunque

_sea a posteriori.

Segin la Comisién Interamericana de
Derechos Humanos, toda persona tiene
derecho a acceder a la informacién sobre
si misma o sobre sus bienes en forma ex-
pedita y no onerosa, ya sea que ella esté
contenida en bases de datos, registros pu-
blicos o privados, y de ser necesario tie-
ne, igualmente, derecho a actualizarla,
rectificarla, o enmendarla. En opinién de
la Comisidn, el acceso a la informacion
en poder del Estado es un derecho funda-
mental de los individuos20. En el caso Iv-
cher Bronstein, la Corte Interamericana
observé que la resolucién que dejé sin
efecto legal el titulo de nacionalidad del
sefior Ivcher constituy6 un medio indirec-
to para restringir su libertad de expresién,
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asi como la de los periodistas que labora-
ban e investigaban para el programa Con-
trapunto del canal 2 de la televisién pe-
ruana y que, al separar al sefior Ivcher del
control del canal 2, y al excluir a los pe-
riodistas del programa Contrapunto, el
Estado no sdlo restringié el derecho de
éstos a circular noticias, ideas y opinio-
nes, sino que afecté también el derecho
de todos los peruanos a recibir informa-
cién, limitando asi su libertad para ejercer
opciones politicas y desarrollarse plena-
mente en una sociedad democrética, en
violacién de los articulos 13 N° 1y 13 N°
3 de la Convencién Americana?!.

Como se puede apreciar, hay una rela-
cién muy estrecha entre la libertad de in-
formacion y el secreto; este Gltimo no s6-
lo es la negacidn de la primera sino que,
como sostiene Ranelagh,*“el secreto y la
ineficiencia han ido de la mano y ésta es
la verdadera razén por la cual deberiamos
preocuparnos por el secreto y la disponi-
bilidad de informacién. No podemos asu-

mir que el gobierno y los funcionarios pu- -

blicos siempre hardn lo mejor o conoce-
ran mejor lo que es conveniente hacer; no
deberiamos permitir que el pequefio mi-
mero de personas que ha comprometido
su vida a la politica continiie seleccionan-
do el talento y desplegando los recursos
de la nacién sin mas informacién, debate
y desafio”22.

.La tracendencia politica de la libertad
de informacidn en una democracia repre-
sentativa -esto es, del derecho del piblico
a saber qué estd haciendo el gobierno- es
indiscutible. La ausencia de libertad de
informacidn lesiona seriamente el proce-
so democriético, ya sea porque obstaculi-
za un debate serio e informado previo a
cualquier toma de decisién, o porque
oculta la ineptitud e incompetencia -si no
la corrupcién- de quienes las adoptan. Por
lo tanto, el derecho a buscar y recibir in-
formacién de interés publico no es sino el
reconocimiento de que, en una sociedad
democriética, en ltima instancia, el poder
reside en la ciudadania y no en un grupo
de politicos o burdcratas insensibles a las
aspiraciones ¢ intereses de la poblacién.
La informacién oficial no puede ser trata-
da como si fuera propiedad del gobierno,
asumiendo que ella no le concierne a los
particulares; se trata de un derecho indi-
vidual, y no es al gobierno a quien le co-
rresponde decidir -seglin su convenien-
cia- qué comunicar a la poblacién, o en
qué momento hacerlo.

Como expres6 un funcionario del Mi-
nisterio de Defensa de Inglaterra, que fue
procesado por transmitir a un Miembro

9

No cabe duda que, en ocasiones,
el propio interés publico
hace necesario que cierto tipo
de informacién se mantenga en
secreto, y que ella sea conocida
s6lo por un muy reducido grupo
de funcionarios del Estado.

9

del Parlamento documentos confidencia-
les sobre la guerra de Las Malvinas,

La libertad de informacidn también
tiene que ver con la calidad de la demo-
cracia. Hace surgir la pregunta de si la
democracia es simplemente cuestion de
poner una cruz sobre una papeleta elec-
toral cada cuatro o cinco afios, y dejar a
un pequerio grupo de un ciento de politi-
cos y funcionarios publicos del mds alto
rango gobernar la nacién y, ocasional-
mente, decirle al resto de nosotros lo que
estdn haciendo, poniendo en circulacion
alguna informacion en respaldo de sus
decisiones. Con libertad de informacion
podemos tener una democracia mejor in-
formada, en la cual los grupos de presién
y los individuos puedan cuestionar mds
efectivamente lo que se estd haciendo en
su nombre, e influir en esas decisiones
antes de que ellas se adopten 23

No cabe duda que, en ocasiones, el
propio interés publico hace necesario que
cierto tipo de informacién se mantenga en
secreto, y que ella sea conocida s6lo por
un muy reducido grupo de funcionarios
del Estado. Segtn John Ranelagh, el drea
en que el Estado requiere del secreto pa-
ra la conduccién de sus asuntos incluye
los secretos militares y de inteligencia, al-
gunos aspectos estratégicos de la politica
econdmica del Estado, lo concerniente a
la actividad policial (probablemente sus

aspectos operacionales), y detalles de la
politica exterior y la diplomacia. Esta in-
formacion constituiria lo que él denomi-
na “secretos democriticamente sanciona-
dos™24, Sin embargo, aun cuando la ciu-
dadania pueda aceptar la confidencialidad
de la informacién en algunas esferas, las
excepciones o restricciones a la libertad
de informacién deben estar cuidadosa-
mente circunscritas a aquellas dreas mas
sensibles de la actividad del Estado -tales
como ciertos aspectos de la actividad mi-
litar o diplomatica-, no pudiendo inter-
pretarse de manera extensiva; en conse-
cuencia, la regla general es que -a menos
que el gobierno demuestre la existencia
de poderosas razones que puedan aconse-
jar proceder de otra forma- toda informa-
cién oficial debe ser facilmente accesible
para cualquier persona, quien puede di-
fundirla y comentar libremente sobre la
misma.

Asfi expuesto el fundamento de la li-
bertad de informacién -en cuanto parte
integrante de la libertad de expresion- de-
be admitirse que ella no esta disefiada s6-
lo en funcién de los intereses de quien
procura divulgar informacién, opiniones
o ideas; la sociedad como un todo, tam-
bién tiene interés en el libre flujo de la in-
formacién mas completa posible. Pero
aqui nos interesa examinar la libertad de
informacion como un derecho individual;
de hecho y de Derecho, toda persona a
quien se le impide el acceso a la informa-
cién, o a las opiniones o ideas de otro, es
victima de una violacién de la libertad de
expresion.

Por otra parte, un aspecto no menos
importante de la libertad de informacién
radica en que, por sus caracteristicas, ella
puede ejercerse directamente por cada in-
dividuo, o delegarse -en forma técita- en
las instituciones y empresas cuya activi-
dad esencial gira en torno a la comunica-
cién e informacién. En este sentido, los
periodistas y los medios de comunicacién
de masas desempeiian un papel crucial
tanto en la investigacion y recopilacién de
informacién como en la difusién de la
misma, prestando un servicio publico in-
valuable.

El derecho a recibir informacidn, par-
ticularmente de los 6rganos del Estado,
ha sido objeto de importantes comenta-
rios en el sistema interamericano de pro-
teccion de los derechos humanos. La exis-
tencia, en el pasado reciente, de una poli-
tica de represion en gran escala, que se
tradujo en ejecuciones sumarias y en mi-
les de personas desaparecidas después de
haber sido detenidas por policias o mili-
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tares, seguidas posteriormente de leyes de
amnistia que impiden establecer las cir-
cunstancias en que esas personas perdie-
ron la vida o desaparecieron, ha llevado a
reclamar el derecho a la verdad, y a la
constitucién de comisiones nacionales cu-
ya funcién ha sido precisamente investi-
gar esas atrocidades y establecer la ver-
dad 2s.

En el Derecho interno de los Estados,
no son pocos los textos que han recogido
el derecho a la informacién como un de-
recho del individuo frente al Estado; por
ejemplo, el Art. 48 de la Constitucién de
Portugal dispone que todos los ciudada-
nos tienen derecho a que se les informe,
de forma clara y objetiva, de los actos del
Estado y demas entidades piblicas, y a
ser informados por el gobierno y otras au-
toridades de la gestién de los asuntos pu-
blicos. Asimismo, la Constitucién de Su-
défrica dispone, en su Art. 32, que toda
persona tiene el derecho de acceso a) a
cualquier informacién que tenga el Esta-
do, y b) a cualquier informacién que esté
en poder de otra persona y que sea nece-
saria para el ejercicio o la proteccién de
los derechos individuales; no obstante la
diferencia que se puede apreciar entre los
parrafos a) y b) del articulo antes citado,
en una de sus disposiciones transitorias,
se establece que, mientras se dicta la le-
gislaci6én indispensable para hacer efecti-
vo este derecho, la disposicién anterior
debe entenderse confiriendo a toda perso-
na el derecho de acceso a toda informa-
cién que tenga el Estado, o cualquiera de
sus 6rganos en cualquiera de las esferas
del gobierno, siempre que dicha informa-
cién sea requerida para el ejercicio o la
proteccién de cualquiera de los derechos
individuales. En el mismo sentido, en el
Derecho venezolano, la Constitucién de
1999, ademis de lo previsto en los articu-
los 57 y 58 a que ya se ha hecho referen-
cia, el Art. 143 establece que los ciudada-
nos tienen derecho a ser informados opor-
tuna y verazmente por la administracién
publica, sobre el estado de las actuacio-
nes en que estén directamente interesa-
dos, y a conocer las resoluciones definiti-
vas que se adopten sobre el particular; asi-
mismo, se les reconoce el derecho de ac-
ceso a los archivos y registros administra-
tivos, sin perjuicio de los limites acepta-
bles dentro de una sociedad democrética
en materias relativas a seguridad interior
y exterior, a investigacion criminal, y ala
“intimidad de la vida privada” (sic), de
conformidad con la ley que regule la ma-
teria de clasificacién de documentos de
contenido confidencial o secreto. Con una
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En el Derecho interno de los
Estados, no son pocos los textos
que han recogido el derecho a
la informacién como un derecho
-del individuo frente al Estado;
por ejemplo, el Articulo 48 de la
Constitucién de Portugal dispone
que todos los ciudadanos tienen
derecho a que se les informe,
“de forma clara y objetiva,
de los actos del Estado y demas
entidades publicas.

”

redaccién muy peculiar, y no exenta de

comentarios, esta misma disposicic’m'

agrega que “no se permitira censura algu-
na a los funcionarios piblicos... que in-
formen sobre asuntos bajo su responsabi-
lidad”. En una exposicién de motivos de
la Constitucién?6, se expresa que “esta

Constitucion reconoce el habeas data o el .

derecho de las personas de (sic) acceso a
la informacién que sobre si mismas o so-
bre sus bienes consten en registros oficia-
les o privados, con las excepciones que
establezca la ley. El habeas data incluye
el derecho de las personas de conocer el
uso que se haga de tales registros y su fi-
nalidad, y de solicitar ante el tribunal com-
petente su actualizacién, rectificacién o
destruccién, si fuesen erréneos o afecta-
sen ilegitimamente sus derechos”27. Aun-
que el parrafo antes citado no indica a qué
articulo se refiere, lo més cercano a lo que
la doctrina ha identificado como el recur-
so de habeas data, aunque sin utilizar di-
cha denominacién, se encuentra precisa-
mente en el Art. 143 de la Constitucion.
Sin embargo, en esta disposicién no hay
ninguna referencia a varios de los aspec-
tos que, segiin la mencionada exposicion
de motivos, estarian protegidos por la nue-
va Constitucién venezolana; por ejemplo,

el Art. 143 no se refiere al acceso a regis-
tros privados, ni tampoco se sefiala -ya
sea en forma explicita o implicita-, que la
persona tiene derecho a solicitar la actua-
lizacién, rectificacién, o incluso la des-
truccién de la informacién existente en
registros oficiales o privados, cuando esa
informacién fuese errénea o afectase ile-
gitimamente los derechos de la persona2s.

Por otra parte, uno de los componen-
tes de este derecho ha sido identificado
como el derecho a la comunicacién. Con
frecuencia, con esta expresion, que ya ha-
bia sido utilizada por la UNESCO en un
sentido mas amplio?9, se pone énfasis en
el sujeto activo del mismo; es decir, en
aquel que pretende difundir informacio-
nes, y no necesariamente en el sujeto re-
ceptor de las mismas. A titulo ilustrativo,
aunque la Constitucién de Venezuela s6-
lo se refiere a las libertades de expresién
e informacidn, la Ley Organica de Tele-
comunicaciones, aprobada por la Comi-
sion Legislativa Nacional el 1 de junio del
afio 2000, expresa en su Art. 1 que ella
tiene por objeto “establecer el marco le-
gal de regulacién general de las teleco-
municaciones, a fin de garantizar el dere-
cho humano de las personas a la comuni-
cacion y a la realizacién de las activida-
des econémicas de telecomunicaciones
necesarias para lograrlo3¢; al respecto, es
importante subrayar que el Art. 12 N° 3
de la ley que comentamos menciona, en-
tre los derechos del usuario, el derecho a
“ejercer individual y colectivamente su
derecho a la comunicacién libre y plural
a través del disfrute de adecuadas condi-
ciones para fundar medios de radiodifu-
sién sonora y televisién abierta comunita-
rias de servicio piblico sin fines de lu-
cro”. Ademis, el Art. 15, N° 1, de la cita-
da ley sefiala que los operadores de servi-
cios de telecomunicaciones tienen el de-
ber de “respetar los derechos de los usua-
rios establecidos en la Constitucién y en
la ley, a una informacién adecuada y no
engafiosa sobre el contenido y caracteris-
ticas de los productos y servicios que con-
sumen...” En consecuencia, segiin se des-
prende de estas disposiciones, el derecho
a la comunicacién corresponderia a los
operadores de servicios de telecomunica-
ciones, mientras que los usuarios de di-
chos servicios serfan titulares del derecho
a la informacién.

W Héctor Faiindez Ledesma
Doctor en Derechos Humanos
Profesor de 1a UCV
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